	Fecha
	2 de abril de 1956
	Sesión número
	15

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ANTONIO RODRÍGUEZ CORDERO

	Recurrido: GOBERNADOR DE SAN JOSÉ, GUARDIA CIVIL

	Objeto del recurso: El recurrente alega que, al sellarse una edificación por motivos ajenos a él, se le impusieron sellos a su negocio sin razón aparente.

	Respuesta del recurrido: El cierre se practicó contra el “hotel” que funciona en el mismo local. El Gobernador admite parcialmente la arbitrariedad, pero rechaza haber emitido la orden.

	Parte dispositiva
	Parcialmente con lugar (la Guardia Civil abusó de su autoridad, sin responsabilidad de la Gobernación).


N° 15
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día dos de abril de mil novecientos cincuenta y seis, con asistencia de los Magistrados Baudrit (Presidente); Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Acosta, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jiménez, Jugo y del suplente González Sibaja.
Artículo XV
Se trajo a estudio enseguida el recurso de Amparo formulado por ANTONIO RODRÍGUEZ CORDERO contra el señor Gobernador de San José y el señor Director General de la Guardia Civil. El recurrente alega que: “1) Conforme se desprende de la copia de contrato adjunta, con fecha 1° de setiembre de 1955, suscribí para con el señor Manuel Ángel Solano Castro, mayor, casado, comerciante de mi vecindario, el arrendamiento de un local situado en calle 12, avenidas 4/6, N° 426, sito en esta ciudad, propiamente en las inmediaciones del Barrio “La Merced”, el cual forma parte de una casa con varios apartamentos. En el mismo, cuya única entrada principal es la general a otros locales, instalé mi negocio de tienda de cuadros, cuya patente igualmente adjunto como prueba, y en el que también tengo instalada una pequeña industria para la confección de espejos; ambos medios por los cuales obtengo el sustento de los míos y el propio. 2) A inicios del mes en curso, en forma intempestiva y violenta, se presentó a mi local una patrulla policiaca, dependiente de la Dirección General de la Guardia Civil, con el propósito de advertirme que existía en la citada Dirección una orden tendiente a proceder al cierre de la casa en cuestión, incluso mi local, que aunque sabían estaba destinado a fines perfectamente lícitos, formaba parte de la misma. Argüí a quienes tal me manifestaban, que les incumbía en proceder en la forma anunciada, puesto que no sólo se me debía dejar acceso a la entrada principal sino que abierto mi local, por ser en él donde desenvolvían mis actividades. Se me dijo, finalmente, que mi situación—por ser de suyo especial—sería considerada en el momento de proceder a sellar la casa, pudiendo así estar tranquilo respecto a mis por cierto bien fundados temores. 3) Transcurrieron escasamente 24 horas desde el momento en que sostuviera yo el diálogo anterior con los relacionados representantes de la Guardia Civil, cuando tuve la grata nueva, una vez hecho acto de presencia en mi indicado negocio, de encontrarme con la puerta principal sellada por la Dirección de la Guardia Civil, no permitiendo así la entrada a mi mencionado local y, lo que es más grave aún, imposibilitándome siquiera para poder sacar lo más manuable de mi taller, cuando menos para ejecutar varios trabajos de orden perentorio, cuando menos en mi propia casa de habitación. 4) Tal situación, de suyo grave, me hizo apersonarme tanto ante la Dirección General de la Guardia Civil, como ante la Gobernación de la Provincia; a esta última dependencia elevé un memorial explicativo de las razones por las cuales objetaba tan viciado y amenazador procedimiento, puesto que si para el cierre de la casa en cuestión hubieren existido motivos morales o moralizadores, como suelen llamarlos hoy día, bien estuvo que se procediera a sellar aquellos cuartos que nada tuvieran que ver con mi negocio, evitándose así la paralización de mis actividades cuyos daños y perjuicios son incalculables. Y, a pesar de que en ambas dependencias extraoficialmente se me informara la posible revocación de la orden que afectaba la sección de mi negocio, ésta no ha provenido aún después de que, desde la fecha en que se produjera el cierre, han transcurrido más de quince días. Tampoco la Gobernación ha dado curso, como correspondía en derecho, al recurso por mí establecido dentro del término de ley, formulado al efecto en las diligencias instauradas en aquel Despacho para proceder al cierre de la casa en referencia. 5) Se colige entonces, de lo expuesto, que en mi caso concreto se ha procedido en forma inconsulta y violatoria, pues se me ha coartado mi libertad y derecho al trabajo, sin que motivo fundamental alguno justificare la medida. Y como quiera que la misma ha provenido, según los sellos puestos en la entrada a mi negocio, de la Dirección General de la Guardia Civil, pido mediante los trámites expresamente señalados por la Ley de Amparo N° 1161 en sus artículos 4, 5, 6, siguientes y concordantes, así como su reforma N° 1495, se tenga desde ahora por establecido el consiguiente recurso contra la orden emanada de la Dirección General de la Guardia Civil, propiamente del Jefe de ésta, señor Manuel Elías Vicente, mayor, casado, funcionario público, de este domicilio, debiéndose entender ampliado el mismo, conforme a la regla del artículo 4° de la citada ley, contra el Gobernador de la Provincia, señor Julio Caballero Aguilar, mayor, casado, abogado, de aquí. Con tal motivo, la Honorable Corte se dignará pedir el informe de ley a los funcionarios en cuestión. Pruebas: aduzco como tales: a) los documentos adjuntos; b) que la Honorable Corte, dada la importancia de la prueba, se digne comisionar a uno de los señores Jueces Penales, a objeto de que se lleve a cabo una inspección ocular en el lugar de los hechos, debiéndose con ese motivo prevenir al Director de la Guardia Civil su concurrencia al acto a fin de que, si es del caso, preventivamente sean suprimidos los sellos que impiden el acceso a mi negocio; c) que se libre mandamiento a la Inspección General de Patentes Municipales, a fin de que certifique, de los libros que al efecto lleva, la existencia de las patentes de mis negocios, con indicación del lugar exacto donde éstos se hallan establecidos. Solicito desde ahora a la Honorable Corte, al tenor del artículo 13 de la comentada Ley, dada la gravedad de la medida, que me viene deparando serios y evidentes perjuicios, se ordene la inmediata suspensión de la orden, disposición o acto contra el cual he venido a establecer el presente recurso”.
La Dirección General de la Guardia Civil, por medio del Secretario de la Comandancia en Jefe, contestó el informe en los siguientes términos: “1°- En la página segunda, aparte 4°, expresa el recurrente que ‘desde la fecha en que se produjera el cierre han transcurrido más de quince días’. Lo que no significa otra cosa que el Recurso es improcedente por disposición imperativa del inciso e) artículo tercero de la misma Ley de Amparo N° 1161 de 2 de junio de 1950, que dice: ‘no procederá: cuando la acción u omisión que viola el derecho individual hubiera sido consentido de modo expreso o presunto por la persona agraviada. Se entenderá que ha habido consentimiento cuando hubieren transcurrido más de ocho días naturales desde que cesó la violación o amenaza de violación del recurso sin que el agraviado hubiere establecido Recurso de Amparo’. De manera que, aún en el supuesto de existir violación o amenaza—que no la hubo ni la hay—el recurso debe rechazarse sin más trámite por haber sido consentido por el interesado, según confiesa, y en interés de la estabilidad de las disposiciones de policía que la misma ley, al establecer lo indicado, está propugnando. 2° - La actuación de la Guardia Civil tiene fundamento en una serie de disposiciones legislativas tendientes al mantenimiento de las buenas costumbres y del orden público, que por ser tan obvias no requieren mayores comentarios, pero que sí determinan igualmente el rechazo del Recurso con acatamiento al inciso a) del artículo 3° de la Ley de Amparo y a la reiterada jurisprudencia establecida por la Suprema Corte de Justicia. La Ley N° 114 de 6 de julio de 1940 declaró en su artículo 2° que la Policía Nacional, hoy Guardia Civil, es ‘una Institución de vigilancia y seguridad… y su fin primordial es sostener el imperio de la República y de la Constitución, y velar por el cumplimiento de las leyes y disposiciones emanadas de los Poderes del Estado que rigen la República, y cuanto tienda a la conservación del orden público y la protección de las vidas y propiedades de los ciudadanos’. Esta ley vino a robustecer, si cabía, las atribuciones que el artículo 31 del Decreto Ejecutivo N° 1 de 24 de julio de 1908, reglamento de Policía, da al Director General de la Guardia, dentro de las que ocupa lugar prominente la del inciso g) que dice: ‘cuidar de la conservación del orden público, y tomar todas las disposiciones que tienden a ese fin’, lo que no es otra cosa que una facultad discrecional amplísima que la Ley le da a ese funcionario, en razón de la delicadeza de funciones que le otorgan. Lógicamente, dentro de las medidas discrecionales tendientes a conservar el orden público, deben situarse éstas dirigidas a cancelar casas de lenocinio, que además de constituir delito de acuerdo con el artículo 230 del Código Penal, son la expresión más clara de la violación del artículo 94 del Código de Policía, lo que afirmo, con vista de las declaraciones de los vecinos que como testigos han declarado en este caso, en el que se trata de un pretendido hotel, que no es otra cosa que un centro de reunión de mujeres licenciosas, que lamentablemente salen a reclamar clientela a la esquina de la Iglesia y a dos cuadras de la Escuela Mauro Fernández, con evidente escándalo y con incurrencia en gestos, actitudes y exhibiciones indecorosas y deshonestas, no sólo prohibidas sino penadas por la Ley. Muchas son las prevenciones que contra ese negocio se hicieron, y hasta el mismo se han ocupado los periódicos, como los señores Magistrados podrán haber visto, sin que hubiéramos podido evitar, lo que podría llamarse simbólicamente el comiso del objeto del delito, pues que precisamente el vehículo, el medio para la realización de las faltas de policía apuntadas y del delito indicado, ha venido siéndolo el inmueble que pretende llamarse Hotel Toluca, y que lejos de ser hotel, es como se dijo, un centro de operación de las violaciones apuntadas. Por mucho que, paradójicamente, el recurrente se dedique a vender santos, el resto de la casa está destinado a un comercio totalmente antagónico que viene a justificar el refrán aquel de que detrás de la Cruz está el diablo, y a este tenemos que espantar. Ahora bien, la realidad es que la casa ha sido sellada, porque su principal destino es el dicho y consecuentemente, el recurrente no puede pretender que se sacrifique el orden y la moralidad pública, por una actividad que ejercida en mucho menor cuantía, ‘el actor expresa que tiene ocupado un cuarto en ese negocio, en tanto que un elevado número de ellos, o mejor dicho todos, sirven al otro fin’, bien puede establecerse en lugar más apropiado, o ejercitarse en ese mismo, previos los arreglos que impidan su utilización para encubrir las delincuencias y escándalos que la Dirección de la Guardia Civil está obligada a impedir en acatamiento de las leyes citadas. Pero no sólo tiene fundamento la actitud de la Guardia en las principales leyes de orden público que he venido citando y que constituyen una garantía del buen vivir. Están apoyadas en disposición más concreta, cual es el artículo número 21 del Decreto Ejecutivo N° 8 de 11 de marzo de 1937, que es Reglamento de Hoteles, Cafés, Restaurantes, Casas de Huéspedes, etc., y que expresa: ‘Cualquier infracción a las disposiciones de este Reglamento será penada con multa de cinco a ciento veinte colones, sin perjuicio de ordenar la clausura del establecimiento si no está debidamente acondicionado, o si constituye un foco de infección o amenaza grave a la salud’. Y en el caso de que el Hotel Toluca ha infringido casi todas, por no decir que todas, las infracciones de ese Reglamento, pues sus condiciones de Salubridad y demás son violatorias de todas las normas que el Reglamento señala. Si fuera menester el funcionario que se comisionara en el evento imposible de que no se declarara desde ahora sin lugar el recurso, podría constatarlo personalmente. El mencionado Decreto proveniente de modo directo de la Ley N° 52 de 12 de marzo de 1923 adquirió su fuerza y característica de disposición legislativa porque la misma Ley N° 52 se la dio, según se ve en los artículos 9 inciso 12, 13 y 18 de la misma; y por más que esta fue derogada por el Código Sanitario, el artículo 365 de ese cuerpo legal dispuso que los Decretos y Reglamentos emitidos por el Poder Ejecutivo con fundamento en la Ley N° 52 ‘continuarán en vigencia siempre que no se opongan a las disposiciones del presente Código y mientras el Poder Ejecutivo no disponga su derogatoria’. Nada hay en el Código que contradiga esas normas, contrariamente el Capítulo I del Título VII las confirma y somete a otras y mayores fiscalizaciones, sin perjuicio de las ya existentes. En esas condiciones, la Guardia Civil para cumplir con la obligación ya vista, de velar por el cumplimiento de las leyes y reglamentos y por el orden público, no tenía otro camino que la clausura del Hotel Toluca, y esa actitud tiene apoyo en las leyes que rigen la República. Permitiéndome llamar la atención de los señores Magistrados hacia la circunstancia de que el recurrente se limita a contar algunos hechos ocurridos en relación con este caso, pero que no señala cuál es el derecho que considera violado o amenazado, termino indicando que las señoras Esperanza de Palomar, Ester Avendaño, Olga de Valverde y Honesta Castro Rivas, todas mayores, vecinas de aquí, mejor dicho del Hotel Toluca, dieron sus declaraciones y pueden ratificarlas en la oportunidad que señala el artículo 12 de la Ley de Amparo, en la cual podré también ofrecer cualesquiera otras evidencias de la necesidad de terminar con aquel foco antimoral. Sin embargo, repito, que no creo posible llegar a esa oportunidad de acuerdo con el artículo 9° de la tantas veces citada Ley de Amparo”.
Asimismo, el señor Gobernador de la Provincia de San José contestó su informe así: Adjunto dos expedientes en los que podrán encontrarse las actuaciones del Despacho a mi cargo sobre el establecimiento comercial en el que el citado Rodríguez Cordero ocupa una parte. En el expediente de carátula blanca obran los antecedentes propios de esta Gobernación, y en el de carátula café se encuentran las piezas correspondientes a la apelación interpuesta ante el Concejo Municipal. – Como podrá verse claramente a los folios 15 y 16 del expediente blanco, la Gobernación de San José ordenó a la Inspección General de Patentes Municipales la cancelación del derecho para “casa de huéspedes” que se había concedido a don Manuel Ángel Solano Castro, por considerar que se habían violado reiteradamente las condiciones de operación fijadas al resolver afirmativamente su gestión en ese sentido. A este convencimiento se llegó con base en las quejas de vecinos e informes que ahí mismo aparecen, los cuales fueron confirmados en su totalidad al recibir la prueba que obra a los folios 19 y 24, como diligencia previa antes de resolver los recursos de revocatoria y apelación subsidiaria presentados por Solano Castro. No está por demás decir que las condiciones aludidas se referían a que el negocio no podría dedicarse a actividades contrarias al orden, a la moralidad y al sosiego público, y que precisamente se ordenó cancelar la patente por haber llegado al convencimiento de que ese era el verdadero destino del establecimiento. – Esta burla flagrante constituye una violación a la Ley de Tarifas Municipales, ya que el uso que permite el derecho de “casa de huéspedes” en ningún momento podría extenderse a la explotación abierta del lenocinio. El artículo 206 del Código Sanitario prohíbe en general toda actividad contraria a la moral, y el 50 de las Ordenanzas Municipales obliga a los Gobernadores a actuar en reguardo del orden y la tranquilidad. Los anteriores han sido los fundamentos jurídicos que sirvieron de base para la actuación del Despacho. Pero, como está claro en la nota citada y visible a los folios 15 y 16, se ordenó cancelar la patente de “casa de huéspedes” y no la de “mueblería”, que es la que interesa al recurrente Rodríguez Cordero, pues es criterio de toda lógica que la única que pudo servir para explotar la prostitución callejera es la primera. El negocio de Rodríguez Cordero pudo en cierta forma cooperar en aquella actividad, empero no podría considerarse como causa directa de esa explotación, porque se trata de un solo local destinado a una gestión comercial que por sí sola es completamente lícita. A la Gobernación, en síntesis, le interesa que se sellen los cuartos de Manuel Solano, y nada tiene que objetar, por el momento, a la mueblería de don Antonio Rodríguez. Ahora bien, es cierto que se clausuró totalmente el edificio donde están ubicados los negocios de que he hecho mención, pero no es cierto que esta Gobernación haya ordenado ese cierre. Al folio 31 del mismo expediente blanco, puede encontrarse una copia de la nota que el señor Subdirector de la Guardia Civil envió al Comandante de la Segunda Compañía de ese Cuerpo, dándole instrucciones para que procediera a cerrar no sólo la casa que nos ocupa (N° 426), sino también otra situada en calle 10, entre avenidas 4 y 6. En esta medida ejecutiva nada hemos tenido que ver nosotros. La Guardia Civil o el Ministerio de Seguridad Pública actuaron por su propia cuenta, y tratándose de dependencias por completo independientes de la Gobernación de San José, tampoco era del caso que tomáramos ninguna determinación sobre el proceder de ellas. En cuanto a lo que respecta a la Gobernación, es natural que no llevemos a cabo nada en concreto hasta tanto la Municipalidad no se haya pronunciado sobre la apelación interpuesta por el Sr. Manuel Ángel Solano Castro (expediente de carátula café), de acuerdo con lo que dispone el artículo 5° del Reglamento interior de esta institución. Por supuesto que actuaremos de inmediato si la Corporación confirma nuestro proceder. Al folio 10 de este último expediente, podrá verse lo resuelto por este Despacho sobre los recursos de Solano Castro y también se encontrará la final el informe favorable del Departamento Legal, dando la razón jurídica a nuestra tesis. Por último, y como demostración de que nada hemos hecho que pueda perjudicar los intereses del recurrente ante esa Honorable Corte, señor don Antonio Rodríguez Cordero, baste observar que él no se ha presentado en alzada para ante el Concejo Municipal, pues ningún perjuicio habrá de causársele con lo actuado por la Gobernación. Esto se entiende de acuerdo con lo que hasta ahora hay, sin que ello quiera decir que después podamos tomar una determinación similar, como lo haríamos con cualquier negocio si la gestión comercial se convierte en violatoria de un derecho. Pero esto es algo que nada tiene que ver con el asunto que ahora nos ocupa. Por todo lo expuesto, ruego a la Honorable Corte Suprema de Justicia declarar sin lugar el amparo contra mí interpuesto.
Previa deliberación, se resolvió: declarar con lugar el recurso en cuanto al Director General de la Guardia Civil, y sin lugar en lo que atañe al señor Gobernador, con base en las siguientes razones: de acuerdo con la documentación tenida a la vista por esta Corte, se evidencian los siguientes hechos fundamentales: 1°) Que el recurrente alquila a Manuel Ángel Solano Castro un local situado en el Barrio de La Merced, calle doce, avenidas cuatro y seis, parte de la casa número cuatrocientos veintiséis, en la cual ha instalado una tienda de cuadros, con la patente respectiva. 2°) Que contra Solano Castro, ante la Gobernación de esta Provincia, se siguieron procedimientos tendientes a lograr la clausura de una casa de huéspedes instalada en el resto de la referida casa número cuatrocientos veintiséis; diligencias estas que culminaron con la orden de cancelación de la patente de la casa de huéspedes y, consiguientemente, del cierre de la misma, por dedicarse a actividades contrarias a la moral y a las buenas costumbres. 3°) Que dicha orden de cierre no incluyó en ningún momento el negocio comercial del recurrente, según lo manifiesta expresamente el Gobernador al rendir a esta Corte el informe de ley. 4°) Que no obstante lo dicho, la Dirección de la Guardia Civil, al ejecutar la orden de cierre, procedió a hacerlo tanto en la parte de la casa destinada a hospedaje, como en el local ocupado por el negocio del recurrente. 

De acuerdo con los hechos expuestos, la actuación de la Guardia Civil, al exceder los términos precisos de la orden recibida, vino a lesionar los derechos del recurrente, en forma que hace procedente el recurso de mérito. En consecuencia, conforme lo dispuesto por el artículo 15 de la Ley de Amparo, debe restituirse al agraviado en el pleno goce del derecho violado, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación; y por lo mismo, se le previene al señor Director General de la Guardia Civil, que dentro del término de veinticuatro horas debe abrir única y exclusivamente el negocio clausurado del señor Antonio Rodríguez Cordero, a fin de que éste pueda disfrutar libremente de su derecho de comercio, sin perjuicio de que el resto de la casa, destinada a huéspedes, continúe clausurada, todo bajo los apercibimientos del artículo 16 de la misma Ley de Amparo.
